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Se concilió en...

Urge la CEDHJ al Ejecutivo crear centros
de atención juvenil para el Sistema de Justicia
Presenta informe de la situación en cuatro municipios

El presidente de la Comisión Es-
tatal de Derechos Humanos de 
Jalisco, Felipe Álvarez Cibrián, so-
licitó al gobernador Emilio Gon-
zález Márquez aplicar de manera 
adecuada el Sistema Integral de 
Justicia para Adolescentes y crear 
centros de observación, clasifi-
cación y diagnóstico, así como 
de atención integral juvenil en 
Puerto Vallarta, Ocotlán, Lagos 
de Moreno y Ciudad Guzmán. 

También pidió a los presidentes 
municipales que acondicionen 
los espacios que asignaron para 
la custodia de los jóvenes.
   Esto, luego de presentar un 
informe especial donde se acre-
ditó que no reúnen los mínimos 
requisitos para una estancia dig-
na y segura destinada a lograr 
su reintegración social; tampoco 
garantizan el gocen de sus dere-
chos. /3

Poblaciones callejeras, sobreviviendo hoy
Maricarmen Rello / 8 y 9 
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La pobreza en México es un 
problema grave e indignante, 
lo segundo porque la propor-
ción de quienes la viven resulta 
demasiado elevada para el ta-
maño de su economía. Además, 
en torno a este fenómeno se 
encuentran mecanismos de es-
tigmatización y discriminación 
que la perpetúan e impiden 
superarla. La pobreza más do-
lorosa es aquella que padecen 
quienes no pueden combatirla, 
a quienes se les ha cancelado 
su acceso efectivo a las opor-
tunidades. La exclusión social 
pone en riesgo la consolida-
ción de la democracia.

México, al suscribir la De-
claración del Milenio, asumió 
el desafío de lograr que la 
globalización se convierta en 
una fuerza positiva para que 
todos los habitantes del pla-

Brindar seguridad sin violar derechos humanos
El Consejo opina

Editorial

EEl estigma de la pobreza

neta mejoren sus condiciones 
de vida. Las nuevas leyes que 
se pusieron en marcha contra 
la discriminación podrían dar la 
impresión al mundo de que so-
mos una sociedad incluyente y 
tolerante; sin embargo, no es 
así. De acuerdo con los datos re-
copilados en la Primera Encuesta 
Nacional sobre Discriminación en 
México, 60 por ciento opina que 
los pobres lo son porque no se 
esfuerzan lo suficiente y que da 
miedo acercarse a ellos por su 
aspecto; sin duda, dos estigmas 
que se traducen en posteriores 
actos de discriminación que los 
mantienen en una espiral de po-
breza y marginación.

Carencias y discriminación 
representan un agravio flagran-
te a la dignidad, son un binomio 
que hace más dolorosa la reali-
dad de los que no ven cubiertas 

sus necesidades más apremian-
tes. La dignidad del ser humano 
no es otra cosa que el recono-
cimiento recíproco entre todas 
las personas. En la vida cotidia-
na, la exigencia del respeto a la 
dignidad se plantea, en primer 
término, al resto de la sociedad, 
pero en caso de incumplimiento, 
la exigencia se vuelve al Estado 
para que conmine y castigue a 
quien agravia estos derechos; 
nos encontramos ante una do-
ble exigencia cuando en ese 
prójimo confluye la condición de 
agraviante de derechos huma-
nos y representante del Estado.

El hecho de que un indigen-
te agonice en la vía pública ante 
la mirada indiferente de miles 
de personas, es una escena 
que mueve a la reflexión res-
pecto a los valores que como 
sociedad practicamos, pero que 

además sea secundado con 
la falta de actuación, la indo-
lencia e irresponsabilidad de 
agentes del estado, como se 
documenta en la Recomenda-
ción 24/08, dirigida al director 
de Servicios Médicos de Gua-
dalajara por el deceso de un 
indigente en la vía pública lo 
convierte en un acto abomi-
nable.

Los derechos humanos 
son mucho más que una agen-
da pública: significan el mayor 
consenso activo de la humani-
dad para dar sentido ético y 
humano a nuestro presente. 
Su cumplimiento nos permi-
tirá transitar hacia un nivel 
superior de civilización, donde 
el bienestar y el progreso de 
todas las personas, sin exclu-
sión alguna, sean el fin último 
de todo esfuerzo.

El papel del ombudsman en la 
sociedad no es nada fácil. Ante 
todo, debe ser un ejemplo de 
la legalidad con la que deben 
conducirse las instituciones, las 
autoridades y la sociedad.

Hoy se viven momentos difí-
ciles en el tema de la seguridad. 
Hay en nuestra entidad un clima 
de incertidumbre ante el fortale-
cimiento del crimen organizado, 
pero existen algunas acciones 
y decisiones de gobierno que 
deben generar un mensaje de 
esperanza para solucionar este 
problema, como el acuerdo esta-
tal por la Seguridad, la Justicia y 
la Legalidad celebrado en octu-
bre pasado. En él se suscribe el 
compromiso de aportar mayores 
recursos económicos, uno de 
los orígenes del problema, pues 
históricamente se ha escatima-
do en este rubro, privilegiando 
otros como la obra pública. Con 

este incremento se espera más 
equipo, infraestructura y mayor 
contratación de personal.

Las prioridades son justa-
mente eso, por lo que no pueden 
pasar a segundo término. Es 
momento de que las autorida-
des encargadas de la seguridad 
pública y de la procuración de 
justicia en Jalisco, en colabora-
ción con las federales, dejen en 
claro su capacidad y disposición 
para ganar esta batalla. Desde 
la CEDHJ consideramos que por 
ningún motivo debe generarse 
un mensaje oficial contradicto-
rio con base en las necesidades 
y circunstancias que se viven 
actualmente, o en los criterios 
de interpretación para vulnerar 
nuestra Constitución.

El artículo 129 es muy claro: 
“…en tiempo de paz, ninguna 
autoridad militar puede ejer-
cer más funciones que las que 

tengan exacta conexión con la 
disciplina militar”. No basta con 
un discurso donde se le declara 
la guerra al crimen organizado 
para romper con el tiempo de 
paz, éste sólo quedaría sin efec-
tos mediante una declaratoria 
de suspensión de garantías por 
parte del Congreso de la Unión 
y a iniciativa del presidente de la 
república. Estas condiciones no 
están dadas.

Como sociedad, nos corres-
ponde la gran tarea de actuar 
con responsabilidad y cambiar a 
una cultura de justicia y, princi-
palmente, de denuncia. Estudios 
de alta credibilidad reflejan que 
por cada ocho ciudadanos que 
sufren un delito, sólo uno denun-
cia. Con esta actitud no se puede 
generar un cambio.

La sociedad tiene el justo 
derecho de exigir soluciones a 
las autoridades y que sean erra-

dicadas la corrupción y la impu-
nidad. Una de las instituciones 
con un alto grado de credibilidad 
y confianza entre la sociedad 
es el Ejército; dejemos que siga 
realizando sus tareas de apoyo 
y respaldo con labores de inteli-
gencia, pero no lo expongamos a 
entrar a las calles.

La CEDHJ recuerda a autori-
dades y sociedad que vivimos en 
un Estado de derecho pleno. Las 
leyes y la Constitución deben ob-
servarse, y si ha llegado el tiem-
po de cambiarlas o adecuarlas, 
debemos actuar con seriedad y 
respeto: debatámoslo y, previa 
agenda legislativa, dejemos que 
sea el Constituyente permanen-
te el que diga la última palabra 
respecto a conservar o cambiar 
el texto constitucional.

 

Felipe de Jesús Álvarez Cibrián*

*Consejero presidente de la 
CEDHJ
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Necesaria, la creación de centros de atención 
integral juvenil: CEDHJ    

Con la finalidad de que se aplique 
de manera adecuada el Sistema 
Integral de Justicia para Adoles-
centes, el presidente de la Co-
misión Estatal de Derechos Hu-
manos, Felipe de Jesús Álvarez 
Cibrián, solicitó al gobernador del 
estado, Emilio González Márquez, 
la creación de centros de obser-
vación, clasificación y diagnósti-
co, así como de atención integral 
juvenil en cuatro municipios. 

El ombudsman dio a conocer 
lo anterior a través del Informe 
especial sobre la situación de 
los espacios destinados para 
la custodia de los adolescentes 
y adultos jóvenes retenidos a 
disposición de los juzgados es-
pecializados en justicia integral 
con sede en Puerto Vallarta, 
Ocotlán, Lagos de Moreno y 
Ciudad Guzmán. En este docu-
mento fueron analizados tres 
quejas por las condiciones ma-
teriales y la prestación del ser-
vicio público en dichos centros. 

Los hallazgos

La Comisión documentó que el 
Centro Preventivo para Menores 
de Puerto Vallarta y los espacios 
que las direcciones de Seguridad 
Pública de Lagos de Moreno, 
Ocotlán y Ciudad Guzmán asig-
naron para la guarda y custodia 
de los adolescentes no reúnen 
los mínimos requisitos para una 
estancia digna y segura destina-
da a lograr su reintegración so-
cial; tampoco garantizan que los 
internos gocen de sus derechos, 
entre ellos: instalaciones dotadas 
de áreas para educación, trabajo 
social, médica, psicológica, psi-
quiátrica, criminológica y jurídica. 

Álvarez Cibrián señaló que 
los módulos y dormitorios care-
cen de iluminación y ventilación 
natural y artificial, sanitarios, 
regaderas, agua potable, ropa 
de cama y colchones, así como 
lugares destinados para ingerir 
alimentos y para esparcimiento. 
Los menores de edad no tienen 
actividades recreativas, educa-

tivas, deportivas, laborales ni 
culturales, tampoco cuentan con 
comunicación al exterior. Dijo que 
los centros carecen de personal 
capacitado para el manejo de 
adolescentes y adultos jóvenes; 
no cuentan con un órgano inter-
no facultado para la aplicación 
de correctivos disciplinarios que 
incluya el derecho de audiencia 
y defensa; ni un reglamento in-
terno donde se estipulen los 
derechos y obligaciones de los 
adolescentes y las sanciones.

Puerto Vallarta

La CEDHJ acreditó, en el munici-
pio de Puerto Vallarta, los casos 
de dos adolescentes que fueron 
ingresados sin una orden de 
autoridad competente que justi-
ficara su retención. Ambos casos 
constituyen violaciones graves de 
derechos humanos que resultan 
atribuibles al director de dicho 
centro, Alfredo Medina Medina. 
Además, uno de ellos se  agredió 
y lesionó a sí mismo, lo cual pudo 
evitarse con personal capacitado. 

Otro de los expedientes ana-
lizados en este informe especial 
se refiere a la queja presentada 
por la mamá de un menor por 
hechos atribuidos al policía Se-
bastián Rosas Ramos, a quien 
acusaron de agresiones verba-
les, de retardar a los internos 
la entrega de sus artículos de 
higiene personal y de colocar 
deliberadamente el garrafón de 
agua en el sol. El servidor pú-
blico no rindió el informe que 
la Comisión le solicitó, por lo 
que se aceptaron como ciertos 
los hechos que se le atribuyen.

Otros municipios

También se documentó que en 
las direcciones de Seguridad 
Pública de Ocotlán, Lagos de 
Moreno y Ciudad Guzmán los 
adolescentes sólo permanecen 
entre tres y cinco días, mientras 
se determina su situación o su 
libertad; sin embargo, las insta-
laciones no tienen las condicio-
nes mínimas de higiene y salud, 
ya que sólo se acondicionaron 

Se pide garantizar la estancia digna

espacios que antes estaban des-
tinados a adultos. Como ejemplo, 
en Ocotlán se observó que los 
internos duermen en una banca 
de fierro, sin colchón, ubicada en 
el espacio para descanso de los 
policías municipales;  en  caso de 
que exista más de un adolescen-
te, son trasladados a una celda 
para adultos, la cual se encuen-
tra en condiciones deplorables.

Un interno se lesionó a sí mismo

• Al secretario de Seguridad 
Pública del Estado: que preste 
apoyo a los alcaldes de los cua-
tro municipios señalados para 
emprender acciones encami-
nadas a garantizar el irrestric-
to respeto de los derechos 
humanos de los adolescentes 
privados de su libertad.

• A los presidentes municipales: 
que acondicionen los espacios 
que asignaron para la custodia 
de los adolescentes y se les 
garantice una estancia digna y 
segura. Asimismo, que capaci-
te a los servidores públicos a 
los que se asigne la custodia y 
atención de los menores.

• Al alcalde de Puerto Vallar-
ta: que disponga lo necesario 
para que se inicie, tramite y 
concluya un procedimiento ad-
ministrativo en contra de los 
servidores públicos involucra-
dos en los hechos señalados, 
por haber violado los derechos 
humanos de dos adolescentes, 
al permitir su internamiento de 
manera injustificada, por haber 
violado los derechos humanos 
de un adolescente y obstacu-
lizar las funciones de este or-
ganismo.

Propuestas

3Nuestras acciones
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El presidente de la CEDHJ, Feli-
pe Álvarez Cibrián, recomendó 
al director de Servicios Médicos 
de Guadalajara, José Luis López 
Padilla, que inicie procedimien-
to administrativo contra Gabriel 
Delgado López, paramédico de 
la Cruz Verde, por haber vio-
lado el derecho a la protección 
de la salud, la igualdad y el trato 
digno de una persona indigen-
te que falleció en la vía pública.

En junio de este año, tras la 
insistencia de vecinos, paramédi-
cos de la Cruz Verde acudieron 
en dos ocasiones a auxiliar a una 
persona que vivía en la calle y 
presentaba síntomas que hacían 
urgente su traslado a la unidad 
médica hospitalaria; sin embar-
go, ni siquiera lo revisaron. Días 
después efectuaron otra visita 
dos horas antes de su falleci-
miento; aunque el agraviado ya 
no podía hablar ni tenía capaci-
dad de decisión, no realizaron 
el traslado con el argumento de 
que el paciente “no lo autorizó”.

La conducta de Delgado 
López fue de rechazo y margi-
nación, lo que constituye un acto 
discriminatorio y atenta contra la 
dignidad humana. Por lo tanto, la 
Comisión recomendó al director 

de Servicios Médicos ofrecer una 
disculpa a los padres del agra-
viado; establecer un protocolo 
en el que se determinen las re-
glas que debe seguir el personal 
de esa dependencia en la aten-
ción a personas en situación de 
indigencia, así como las normas 
de coordinación con otras de-
pendencias que auxilien a este 
sector de la población. Asimis-
mo, que inicie una campaña de 
sensibilización a todo el personal 
para promover los principios de 
equidad y no discriminación en el 
acceso a los servicios de salud.

Acredita CEDHJ negligente 
actuación de paramédico

• Dejaron morir a indigente en la vía pública

El hombre estuvo tres días en la calle sin atención

Al titular del DIF municipal lo 
exhortó a intensificar las acciones 
que realiza la dependencia en la 
detección y atención de indigen-
tes y elaborar un protocolo que 
determine el actuar de los servi-
dores públicos del Ayuntamiento 
que encuentren a una persona 
en situación de indigencia. Tam-
bién hizo un llamado al director 
de la Unidad Asistencial para In-
digentes, a que se coordine con 
las autoridades del DIF y realicen 
acciones tendentes a fortalecer 
la atención integral de las per-
sonas en situación de indigencia.

La CEDHJ emitió la Recomenda-
ción 22/2008, dirigida al pro-
curador general de Justicia del 
Estado, Tomás Coronado Olmos, 
y al director general del Instituto 
Jalisciense de Ciencias Forenses, 
Claudio Isaías Lemus Fortoul, 
para que reparen los daños 
a los deudos de una persona 
que perdió la vida por falta de 
atención médica en los sepa-
ros de la Policía Investigadora. 

En julio de 2006, la Comi-
sión recibió una queja contra 
personal de la Procuraduría 
que resultara responsable de 
las omisiones que motivaron la 
muerte del detenido. El agente 
del Ministerio Público Filiberto 
Guzmán informó que no pre-
sentaba lesiones visibles y que 
nunca solicitó atención médica, a 
pesar de que el ahora occiso le 
indicó en dos ocasiones que te-
nía dolores en pecho y abdomen. 

A ingresar a los separos fue 
revisado por el perito del IJCF 
Enrique Sánchez, quien elabo-
ró un parte médico en el que 
asentó que no tenía heridas 
externas. Sin embargo, en la in-
vestigación que realizó este or-
ganismo se demostró que sí las 
presentaba, además de lesiones 
internas que eran de gravedad. 

Incluso se acreditó que horas 
después, un alcaide se percató de 

que vomitaba sangre, por lo que 
dio aviso al comandante de guar-
dia y éste de inmediato ordenó 
su traslado al puesto de socorros 
de la Cruz Verde Leonardo Oliva.

La necropsia que se le prac-
ticó reveló que el hombre falle-
ció por las lesiones causadas 
en los órganos internos por una 
contusión en el cráneo y heridas 
de tercer grado en abdomen. 

Con esto, la CEDHJ acre-
ditó que el perito del IJCF fue 
negligente al expedir un par-
te médico falso. El agente del 
MP fue omiso al no ordenar la 
atención médica inmediata, ya 
que reconoció que el agraviado 
le había informado que sentía 
dolores; sin embargo, mintió 
para evadir su responsabilidad. 

Por lo anterior, el ombuds-
man recomendó al procurador 
el inicio de un procedimiento ad-
ministrativo en contra del agente 
del Ministerio Público. Además, 
que inicie, tramite y concluya la 
averiguación previa en contra 
del agente y del perito por su 
probable responsabilidad penal.

Al director del IJCF le re-
comendó que inicie, tramite y 
concluya un procedimiento de 
responsabilidad administrati-
va en contra del perito por su 
deficiente actuación al valo-
rar clínicamente al agraviado. 

La Comisión pide 
reparar daños  
    

El alcalde de Tlajomulco de 
Zúñiga, Antonio Tatengo Ure-
ña, aceptó en su totalidad la 
Recomendación emitida por la 
Comisión, donde le solicitó el 
inicio de procedimientos admi-
nistrativos contra los policías 
José Luis Domínguez Ramírez y 
Armando Tapia de la Cruz, lue-
go de acreditar que participaron 
en la tortura de dos detenidos. 

Los hechos que motivaron 
la queja ocurrieron en mayo de 
2006, cuando un hombre y una 
mujer fueron detenidos por dos 

policías municipales que los pu-
sieron a disposición del agente 
del Ministerio Público por el de-
lito de robo de vehículo. Tanto 
en la indagatoria como en la 
detención, los agraviados fueron 
golpeados. Al quejoso le pusie-
ron una bolsa de plástico en la 
cabeza con la finalidad de pre-
sionarlo para que se inculpara.

La mujer detenida manifestó 
que al ser aprehendida, un po-
licía la agredió físicamente y la 
subió a la patrulla para llevarla 
a los separos, donde la atendió 

una doctora que, al ver la grave-
dad de las lesiones, llamó a los 
Servicios Médicos Municipales.

Dos días después la tras-
ladaron a la calle 14, donde la 
presionaron y golpearon nue-
vamente para que aceptara su 
participación en varios robos, 
hasta ocasionarle una hemo-
rragia; la quejosa tuvo que ser 
internada en el nuevo Hospital 
Civil de Guadalajara, donde la 
atendieron durante aproximada-
mente cinco horas; después la 
llevaron al antiguo Hospital Civil.

Tlajomulco acepta Recomendación 

Un perito del IJCF actuó incorrectamente

4 Nuestras acciones

• El IJCF y la PGJ deberán pagar
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Entregan más de 200 mil pesos 
por indemnización

Al comprobar violaciones de los 
derechos humanos a la salud y 
a la vida de un menor de edad, 
la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos recomendó al director 
general de los Hospitales Civiles 
de Guadalajara, Jaime Agustín 
González, efectuar el pago de la 
reparación de los daños causa-
dos a los deudos por la actuación 
irregular de la doctora María de 
los Milagros Moreno Ruiz Velasco.

También exhortó a la 
PGJE para que, con base en 
las actuaciones de la CEDHJ, 
investigue dentro de la averi-
guación previa 426/2006 la 
conducta negligente e impru-
dente de la servidora pública. 

Por su parte, la SEJ informó 
que en cumplimiento de la peti-
ción que se le hizo,  giró instruc-
ciones para que se verificara la 
existencia del Comité de Segu-
ridad y Emergencia Escolar, del 
diagnóstico situacional de riesgos 
y del plan de acción ante desas-
tres y prevención de accidentes. 

En febrero de 2006, un niño 
sufrió un accidente durante el re-
creo escolar: chocó con un com-
pañero, cayó al piso y se golpeó 
la cabeza. Su maestra acudió a 
revisarlo, pero no notó ningún 
indicio que le hiciera presumir la 
gravedad de sus lesiones. Cuan-
do llegó a su casa, el niño se veía 
mal, por lo que su madre lo llevó 
con un médico, quien les sugirió 

que fueran a un hospital. Acu-
dieron a una clínica, donde soli-
citaron el apoyo de los Servicios 
Médicos Municipales de Tlajo-
mulco de Zúñiga para trasladar-
lo a un hospital de tercer nivel.

No obstante, los paramé-
dicos no pudieron ingresarlo al 
hospital civil Fray Antonio Alcalde 
porque la doctora María de los 
Milagros Moreno Ruiz Velasco, 
del servicio de urgencias del área 
de pediatría, exigía que el menor 
llegara intubado y con la tomo-
grafía axial computarizada, lo que 
provocó retraso en su debida 
atención e influyó en su muerte.
      
Claves

• El peritaje del Instituto Jalis-
ciense de Ciencias Forenses 
(IJCF) establece que en una le-
sión como la sufrida por el niño 
se da un intervalo “latente” 
que antecede a su gravedad 
y en cuyas fases iniciales no 
son visibles signos de alarma. 
• La comunidad científica médica 
indica la observación al menos 
por ocho horas en hospitales, así 
como la elaboración de estudios 
de radioimagen para evitar  un 
traumatismo craneoencefálico. 
• La doctora negó el ingreso del 
niño al nosocomio, a pesar de 
que se le hizo saber la grave-
dad de la lesión, el estado físico 
y los signos vitales del paciente.

Niegan atención 
médica a niño  

El niño se cayó y golpeó durante el recreo

formados; el niño recibió un 
balazo en el pecho y su acom-
pañante un rozón en el ojo. Un 
vecino llevó al infante en una 
camioneta al hospital, pero la 
gravedad de la herida le causó 
la muerte momentos después 
de que ingresó al nosocomio.

Al día siguiente, cuando el 
conductor regresaba al ran-
cho, fue gravemente lesionado 
de un balazo por la espalda, 
tras ser intimidado por los po-
licías y cuestionado acerca de 
lo que había declarado ante 
el agente del Misterio Público.

Luego de que la Comisión emitó 
la Recomendación 20/2008 por 
violación del derecho a la vida de 
un menor a causa de un disparo 
en el pecho efectuado por po-
licías del estado, el titular de la 
Secretaría de Seguridad Pública, 
Prevención y Readaptación So-
cial, Luis Carlos Nájera, aceptó 
indemnizar a los padres del niño.

La resolución derivó de 
una queja por hechos ocurridos 
en Talpa de Allende, cuando el 
menor de edad y un adulto, al 
bajar de un cerro, fueron blan-
co de los disparos de los uni-

Tras concluir el procedimiento 
de responsabilidad patrimonial 
correspondiente, personal de 
la Tesorería del Ayuntamiento 
de Guadalajara entregó un che-
que por 214 mil 959 pesos a la 
esposa de un hombre que mu-
rió tras ser agredido a balazos 
por un policía. En diciembre del 
año pasado, la Comisión Esta-
tal de Derechos Humanos pidió 
al presidente municipal Alfonso 
Petersen Farah, mediante de la 
Recomendación 14/07, repa-
rar los daños material y moral 
causados por el elemento de la 
Dirección de Seguridad Pública. 

La CEDHJ observará que se 
cumpla también con otra de las 
peticiones de la Recomendación, 
referente a diseñar o actualizar 
programas y cursos para capa-
citar y evaluar sistemáticamente 
a todos los elementos en mane-
jo de armas, defensa personal, 
solución no violenta de conflic-
tos, manejo de estrés, marco 
jurídico y derechos humanos.

Los hechos

La queja fue interpuesta en esta 
Comisión por la ahora viuda. 

La SSP resarcirá daños 
ocasionados por policías  

Relató que el 12 de diciembre 
de 2005, un policía llegó a una 
tienda de abarrotes ubicada 
en Tonalá, donde se encontra-
ba su esposo, discutió con él 
por problemas personales y le 
efectuó varios disparos, provo-

cándole la muerte en forma in-
mediata. Posteriormente, salió 
del local, pero fue interceptado 
por elementos tonaltecas, quie-
nes le solicitaron que tirara su 
arma. Él reaccionó dándose un 
tiro que le provocó la muerte.

La CEDHJ pidió la reparación 
del daño a los padres del niño, 
así como de la otra persona que 
resultó gravemente lesionada, lo 
cual fue aceptado por el secreta-
rio. También accedió a pagar los 
daños materiales ocasionados 
por los policías al acompañante.

La Secretaría de Seguridad 
Pública concluyó los procedi-
mientos administrativos iniciados 
en contra de los elementos es-
tatales Carlos Pérez Molina, José 
Seba Ambros y David Israel Sán-
chez, por su actuar irregular en 
los hechos.

 La viuda del agraviado recibió el cheque  
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lo procedente para que se esta-
blezca una coordinación entre el 
personal que presta los servicios 

Se concilió en...

GUADALAJARA
Clausuran cantina en 

zona habitacional

Después de varias infracciones 
por los niveles elevados de 
ruido, los cuales transgredían 
lo Norma Oficial Mexicana, el 
ayuntamiento tapatío inició y 
concluyó un procedimiento de 
revocación de licencia. Los ve-
cinos de la cantina ubicada en 
la calle Manuel Acuña presen-
taron una queja por el ruido 
excesivo en horas inapropia-
das, por lo que a través de 
una medida conciliatoria con 
las autoridades se consiguió 
la revocación del permiso.

SEJ
Suspenden a profesor 
por maltrato a niños

La Secretaría de Educación Ja-
lisco suspendió por treinta días 
sin goce de sueldo a un pro-
fesor de una escuela ubicada 
en el municipio de Tomatlán, 
que constantemente golpeaba 
a sus alumnos. Las madres 
de los menores denunciaron 
los hechos, y por intervención 
de la Comisión Estatal de De-
rechos Humanos, la secretaría 
decidió también cambiarlo de 
adscripción, así como asig-
narle una supervisión estre-
cha para evitar conductas 
de maltrato hacia los niños.

ZAPOTLÁN EL GRANDE
Amonestan a policías 
por actos ilegales

Cinco policías municipales fueron 
amonestados con copia a su expe-
diente por haber detenido ilegal-
mente a dos personas a quienes 
señalaron de cometer un delito. 
Al probarse que incurrieron en la 
violación del derecho a la legali-
dad y seguridad jurídica y a la li-
bertad, se solicitó como propuesta 
conciliatoria aplicar esta medida.

Reubican a custodio
del  Centro Tutelar  

El secretario de Seguridad Pú-
blica, Prevención y Readapta-
ción Social, Luis Carlos Nájera 
Gutiérrez de Velasco, aceptó 
las medidas cautelares de la 
CEDHJ y reubicó 
a un custodio del 
Centro de Retención 
para Adolescentes 
y Adultos Jóvenes, 
conocido como Tu-
telar, ya que fue se-
ñalado como testigo 
presencial de una 
supuesta violación 
sexual y no inter-
vino para evitarla. 

Además, se le 
exhortó a tomar 
las medidas preventivas y 
correctivas para evitar la in-
timidación tanto del presunto 
agredido como de los supues-
tos agresores y puedan de-
clarar libres de toda coacción.

En lo que respecta al di-

rector del centro, se le solicitó 
que lo investigue para deter-
minar si fue omiso al tomar las 
medidas preventivas para evitar 
este tipo de sucesos y por entor-

pecer las labores de este orga-
nismo, al negarse en un principio 
a que personal de este organis-
mo entrevistara a los internos.

La Comisión abrió de oficio la 
queja 9751/08/IV en contra del 
director del centro, del custodio 

y de quien resulte responsable 
por el abuso sexual cometido 
en contra de uno de los meno-
res recluidos. Asimismo, le pi-
dió al secretario que la víctima 

sea resguardada y 
reubicada en un si-
tio distinto al dormi-
torio conocido como 
celda de castigo, 
donde se preserve 
su integridad mental 
y corporal, y con ello 
evitar que siga ex-
puesta a agresiones.

Las medidas 
cautelares fueron 
aceptadas en to-
dos sus términos.

La CEDHJ dará puntual 
seguimiento para que se 
acrediten al cien por ciento; 
mientras tanto, las investi-
gaciones para integrar la 
queja continuarán de acuer-
do con lo dispuesto en la ley.

PUERTO VALLARTA
Atenderán inmediata-
mente reportes ciuda-
danos

El Ayuntamiento aceptó iniciar 
procedimiento administrativo 
en contra del jefe del Centro 
de Acopio Animal, debido a que 
desatendió el reporte de una 
mujer que denunció el ataque de 
un perro y pidió que fuera cap-
turado para que se examinara. 
Asimismo, se comprometieron a 
dar atención inmediata a los re-
portes ciudadanos sobre anima-
les que deambulan en la vía pú-
blica; elaborar un programa que 
permita su identificación y pron-
ta captura; y dotar de material y 
equipo adecuado al personal del 
centro, a fin de que desempe-
ñen su labor sin poner en ries-
go su salud o integridad física.

El director del Tutelar investigará los hechos

La SSJ y Zapopan aceptan 
medidas cautelares 

Ante el incremento de casos de 
dengue en Zapopan, la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos 
de Jalisco dictó medidas 
cautelares al secretario de 
Salud, Alfonso Gutiérrez, y 
al alcalde de ese municipio, 
Juan Sánchez Aldana, para 
que proporcionen la aten-
ción médica prioritaria y 
profesional a quienes se les 
ha diagnosticado el virus 
y se les dé el seguimiento 
médico necesario. Las me-
didas fueron aceptadas.

Sin prejuzgar sobre los 
hechos difundidos por los 
medios de comunicación ni 
sobre las acciones que ya 
estén llevando a cabo para 
atender el problema, este 
organismo pidió a ambos 
funcionarios que dispongan 

de salud en el municipio y de la 
secretaría estatal para eficien-
tar la atención y crear brigadas 

para auxiliar y mantener 
informada a la población.  

También se les solicitó 
que, en caso de que par-
ticipen voluntarios en las 
campañas de atención, 
prevención e información 
a la ciudadanía, a éstos se 
les proporcione la capaci-
tación necesaria. 

Por último, la CEDHJ 
pidió que apliquen todas 
las medidas para evitar 
una epidemia del virus del 
dengue en Zapopan y en 
zonas identificadas como 
de alto riesgo para la pro-
liferación del mosquito 
transmisor de la enferme-
dad. Los moscos habitan en agua estancada
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Continúa Hospital Civil con 
programa de trasplantes

El director general del organismo 
público descentralizado Hospital 
Civil de Guadalajara, Jaime Agus-
tín González Álvarez, aceptó las 
medidas cautelares solicitadas 
por la Comisión Estatal de Dere-
chos Humanos de Jalisco, en el 
sentido de continuar el programa 
de trasplantes de la institución.

Ante la información manejada 
por algunos medios de comunica-
ción de que el programa había 
sido suspendido desde hacía tres 
días y que los pacientes no reci-
bían atención, la CEDHJ  pidió no 
interrumpirlo y garantizar el de-
recho a la salud de los usuarios.

Solicitó también que se pro-
porcionara información veraz y 
oportuna a los pacientes que se 
encuentran en espera de recibir 

un trasplante, además de que se 
agilicen los convenios de colabo-
ración con otras entidades fede-
rativas que cuenten con alta es-
pecialidad y que sean derivados a 
ellas quienes lo requieran.

Tras la insistencia de la CEDHJ, el Ayuntamien-
to de Cuautitlán de García Barragán aceptó una 
medida conciliatoria y pagó 20 mil pesos a un 
hombre que fue herido de bala por un policía mu-
nicipal en el costado derecho de la espalda, lue-
go de desobedecer una indicación de éste para 
detenerse y descender del caballo que montaba.

La víctima fue trasladada a un centro de 
salud cercano. Sin embargo, ante la gravedad 
de las lesiones, los vecinos de la población 
lo llevaron al Hospital General de Manzanillo, 

Luego de recibir la negativa de 
cumplimiento a una conciliación 
que seis meses antes había sido 
aceptada por el síndico del Ayun-
tamiento de Zapotiltic, Isidro 
Ramos, la Comisión inició una 
queja de oficio contra el servidor 
público por la presunta simula-
ción y violación del derecho a la 
legalidad y seguridad jurídica, al 
negarse a cumplir con la obliga-
ción legal de investigar el actuar 
de los servidores públicos se-

El funcionario aceptó total-
mente las medidas y afirmó haber 
constatado personalmente que 
el programa estaba en marcha 
y que nunca había sido suspen-
dido. 

Colima, en donde fue intervenido quirúrgica-
mente y se recuperó de manera satisfactoria.

Por otra parte, la Comisión gestionó ante 
el agente del Ministerio Público de Cuautitlán la 
integración y consignación de la averiguación 
previa 505/2006. Se ejerció la acción penal en 
contra del servidor público involucrado en los 
hechos y actualmente es procesado por el delito 
de lesiones dolosas calificadas. Asimismo, se pi-
dió al ayuntamiento que inicie y resuelva un pro-
cedimiento administrativo en contra del policía.

Paga Cuautitlán 20 mil pesos 

ñalados en la queja 209/2008. 
La CEDHJ recibió un oficio 

firmado por el síndico munici-
pal, donde señala que debido 
a la carga laboral que tiene 
el ayuntamiento no les es po-
sible aceptar la conciliación. 

Por ello, se inició de oficio 
la queja 9448/2008, en contra 
del síndico y el director jurídico, 
así como de los demás funcio-
narios que resulten responsa-
bles de los hechos violatorios 

de las garantías individuales 
que implican una ineficiente 
prestación del servicio público. 

Zapotiltic incumple 

Se garantizó la atención oportuna

 14/07
 Guadalajara 

El ayuntamiento entregó más de 214 mil pesos como 
reparación del daño causado por un policía que, 
en receso de sus actividades, se trasladó a Tona-

lá para tratar asuntos personales. Tuvo una disputa y disparó 
contra un hombre que laboraba en una tienda de abarrotes y 
que de forma inmediata murió; después se dio a la fuga y final-
mente se suicidó con su propia arma. Aún está pendiente que 
las autoridades acrediten el cumplimiento de otras peticiones, 
como llevar a cabo o actualizar programas y cursos de capa-
citación y evaluar sistemáticamente a todos los elementos en 
manejo de armas, defensa personal, solución no violenta de con-
flictos, manejo de estrés, marco jurídico y derechos humanos. 

 7/08
 Zapopan  

Las autoridades zapopanas han incumplido en corre-
gir las irregularidades que presentan los pies de casa 
de Jardines de San Gonzalo, las cuales constituyen 
un impedimento para que las personas que fueron 

desalojados cuenten con una vivienda digna. En esta Recomenda-
ción la Comisión acreditó la violación del derecho a la  vivienda y a 
la legalidad debido a las fallas encontradas en dichas estructuras. 

 21/08
 SEJ

El secretario de Educación del Estado de Jalisco, 
Miguel Ángel Martínez Espinosa, aceptó la ex-
hortación que le hizo la CEDHJ para que perso-

nal especializado acuda a las escuelas primarias a verificar la 
existencia de un comité de seguridad, luego de que un menor 
perdió la vida al no recibir atención médica adecuada en el 
plantel. El titular de la SEJ le solicitó al director general de Edu-
cación Primaria que instruya a los directores de los planteles 
del estado para que tomen medidas a fin de salvaguardar la 
integridad física de los educandos en los espacios recreativos.

 24/08
 Tlajomulco

El presidente municipal de Tlajomulco de Zúñiga, An-
tonio Tatengo Ureña, aceptó en su totalidad esta Re-
comendación, en donde se le solicitó el inicio de proce-
dimientos administrativos contra los policías José Luis 

Domínguez Ramírez y Armando Tapia de la Cruz, luego de acreditar 
que en mayo de 2006 participaron en la tortura de un hombre y 
una mujer a quienes detuvieron por el delito de robo de vehículo.
Al quejoso le pusieron una bolsa de plástico en la cabeza con la 
finalidad de presionarlo para que se inculpara. La mujer deteni-
da manifestó haber sido golpeada al momento de su aprehen-
sión y en la Procuraduría, después fue trasladada al hospital. 
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Poblaciones callejeras, sobreviviendo hoy   

Maricarmen Rello

Los transeúntes se abren paso y ro-
dean el bulto humano en la banqueta. 
En su andar presuroso de un día entre 
semana, parece que ninguno repara en 
la presencia del individuo que duerme 
enrollado sobre sí mismo en la acera 
de Ramón Corona, en pleno centro his-
tórico tapatío. Casi automáticamente, 
uno tras otro evitan acercarse al cuer-
po harapiento y sucio, el cual despide 
un fuerte olor a orines, difícil de ignorar.

Acaso una mueca de asco, un 
gesto receloso, o nada, le dedican y 
continúan su camino. No hay cartón, 
periódico ni cobija que cubra su huma-
nidad maltrecha, y de un extremo de 
sus harapos asoman sus pies mugro-
sos, casi negros de tan amoratados. 

El hombre es uno entre los casi 
seis centenares de indigentes que pu-
lulan por las calles de Guadalajara. Los 
indigentes son una población fluctuante, 
imposible de censar con precisión; sin 
embargo, el grupo de investigadoras 
del Departamento de Trabajo Social del 
Centro Universitario de Ciencias Sociales 
y Humanidades (CUCSH) de la Universi-

dad de Guadalajara se ha dedicado a es-
tudiar el fenómeno de la indigencia y las 
llamadas “poblaciones callejeras”: ésas 
que toman a la vía pública como espacio 
de residencia temporal o permanente. 

En 2007, este grupo de investi-
gadoras logró registrar la presencia 
de 670 indigentes en el municipio de 

¿De dónde salió el hombre tirado sobre la calle Co-
rona? Nadie sabe. Una empleada del negocio ve-
cino dice que aparece de vez en vez, mendigan-
do dinero. Ella le tiene lástima, pero también le teme.

El indigente, ajeno a las voces y al ruido infernal de au-
tomotores y cláxones, sigue dormido. Pa-
rece muerto. Su descripción encaja con el 
significado clásico del vocablo. Indigencia 
proviene del latín indigentia y se refiere a 
la falta de medios para procurarse alimen-
to, techo y vestido. 

Indigentes son las personas que 
deambulan sin rumbo ni destino fijo, per-
noctan de manera sistemática en la vía pú-
blica y que han roto completamente con sus lazos familiares. 
No tienen una actividad económica remunerada.

Para el Sistema DIF son además personas que perdieron 
su autoestima y valores sociales. Dejó de importarles el aseo 
personal y su salud es muy endeble a falta de alimentación, 
higiene y servicios médicos. Además, con frecuencia padecen 
enfermedades mentales. Otra realidad innegable es que las 
adicciones al alcohol u otras drogas están presentes en la 
gran mayoría. Según la fuente consultada, de 60 a 90 por 

En 2007, un total de 670 personas habitaban las calles de Guadalajara. Aunque las autoridades reconocen 
el fenómeno de la indigencia, no existen programas integrales para atenderlo

Guadalajara, después de una ardua la-
bor en campo y seguimiento de los ca-
sos. El dato reciente contrasta por las 
cifras había obtenido el mismo equi-
po que apenas un quinquenio antes: 
584 personas vivían como indigentes.

“El fenómeno de la indigen-
cia se exacerbó”, sostiene la maes-

La indigencia es un 
fenómeno social presente 
en casi todo el mundo, 
que cobra una dimensión 
extraordinaria en las 
naciones empobrecidas. 

La indiferencia hacia el necesitado es común

8 Tú puedes ser

tra Ana María Anguiano Molina, 
académica e investigadora del Depar-
tamento de Trabajo Social del CUCSH.

Este estudio universitario, de largo al-
cance, ha permitido establecer categorías, 
características, similitudes o coincidencias 
de los grupos callejeros, al confirmar que 
no sólo hay ancianos en la indigencia, 
sino adultos, jóvenes, niños y familias 
enteras viviendo esta situación extrema.

Las dependencias oficiales re-
conocen la existencia del fenómeno, 
pero en términos de estadística, las 
cifras aceptadas están muy por de-
bajo de las que reportan investiga-
ciones independientes o académicas. 

En principio, cabe acotar que no 
hay una base estadística estatal, lo 
cual remite a indagar en el nivel muni-
cipal. Sólo el de Guadalajara la tiene.

 El Sistema para el Desarrollo Integral 
de la Familia (DIF) del municipio tapatío en-
cabezó su propio estudio este 2008, bus-
cando a individuos con las características 
del durmiente de la calle Corona. Después 
de varios meses de observación y cómpu-
to, las trabajadoras sociales registraron 
195 indigentes, mayores de dieciocho 
años, viviendo en las calles del municipio.

El DIF reporta que la gran mayo-
ría (60 por ciento) no son oriundos de 
Guadalajara, sino de otros municipios 
y estados del país, quienes encuentran 
entre los resquicios de plazas, merca-
dos, avenidas, calles y jardines públicos 
un mejor espacio para sobrevivir, que 
aquel hogar del cual salieron expulsados.

ciento de los indigentes consume alguna sustancia tóxica.
La indigencia es un fenómeno social presente en casi 

todo el mundo, que cobra una dimensión extraordinaria en 
las naciones empobrecidas, pues se le asocia con situaciones 
de marginación. 

No es un fenómeno nuevo. Se encuen-
tran referencias sobre indigentes en perso-
najes de la literatura de los siglos XVI y XVII. 
Los investigadores sociales, sin embargo, 
refieren que el fenómeno creció. Hubo una 
primera oleada tras la Segunda Guerra 
Mundial, causada por la industrialización y 
la migración masiva a las ciudades. Y una 
segunda, al recrudecerse la pobreza, tras 

el fracaso de las políticas económicas.
Es el lumpenproletariado. “Sobreviven hoy, pero no saben 

cómo lo harán mañana”, enfatiza Anguiano Molina. Casi cuatro 
de cada diez indigentes en Guadalajara (37 por ciento) vive 
y duerme en las calles; 50 por ciento eventualmente recurre 
a los albergues que abrió el municipio, en busca de amparo 
nocturno. Uno de cada  diez logra mantener algún cuartucho 
de alquiler y el resto es población fluctuante que deambula de 
una ciudad a otra. Vagabundos o nómadas modernos.

Indigentia

Mala alimentación en las calles
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La apuesta tapatía

El titular de la Dirección de Desarrollo 
Comunitario del DIF Guadalajara, doctor 
Ramón Padilla, reconoce que el munici-
pio tapatío es punto de concentración 
de indigentes, aunque los hay en otros 
municipios del estado. 

Lo anterior no ha 
motivado un programa 
estatal de atención a la 
indigencia, sino que cada 
DIF municipal, como parte 
de sus labores asistencia-
les ofrece lo que puede a 
los indigentes que even-
tualmente pueda haber en su territorio.

En Guadalajara, los indigentes deam-
bulan en el primer cuadro: el llamado 
centro histórico, la antigua Central Ca-
mionera, la Plaza Juárez, el barrio de 
San Juan de Dios y algunos mercados.

En un punto clave de esta área 
geográfica —linderos del parque Agua 
Azul— abrió sus puertas la Casa Alber-
gue  para el Desarrollo Integral de Per-
sonas en Situación de 
Indigencia (CADIPSI) 
del DIF Guadalajara. 
Un albergue donde 
los indigentes pue-
den pernoctar con 
seguridad, en un am-
biente limpio y dig-
no, tomar alimentos 
calientes y asearse. 

Este albergue 
permanecerá abier-
to los trescientos 
sesenta y cinco días 
del año, después de 
que solía abrir sólo 
en temporadas de 
invierno o lluvias. 
Precisamente con el 
cambio de tempera-
tura, en octubre pa-
sado elevó el registro 
de 80 a 95 usuarios 
en promedio por día.

“Regularmente 
tenemos una pobla-
ción fluctuante, ingre-
san aquí personas en 
estado de indigencia 
momentánea, que 
vienen de otros es-
tados… 45 por ciento son propios de 
la zona metropolitana”, indica Padilla.

Los indigentes han sido expulsa-
dos de sus hogares por problemas 
económicos, adicciones, violencia y 
rompimiento con el grupo familiar. La 
propuesta es que al captarlos en el al-

bergue se les puedan brindar herra-
mientas de reinserción familiar y social.

Desafortunadamente, la parte más 
difícil según las trabajadoras sociales 
consultadas es convencer a sus familiares 
de que los acepten. Quienes están en la 
tercera edad incluso fueron despojados 
de sus pertenencias y desalojados de 

sus hogares por sus 
propios parientes.

La otra opción, 
muy conocida en la 
ciudad, es la Unidad 
Asistencial para In-
digentes (UAPI), un 
refugio de puertas 

cerradas que alberga a la población de 
indigentes que ya no tiene capacidad de 
procurarse lo mínimo para subsistir. Sus 
residentes —alrededor de doscientos 
cincuenta, aunque han llegado a tres-
cientos— son mayormente personas de 
la tercera edad que sufren alguna dis-
capacidad mental (hasta 80 por ciento).

Horas después, el hombre de la calle 
Corona había desaparecido. Como un fan-
tasma, su figura puede deambular, apare-

cer y desaparecer con el paso de las horas.
El problema es que en Guadalajara 

hay 670 personas que ameritan polí-
ticas públicas que de verdad protejan 
sus derechos humamos fundamenta-
les, porque son pobres y están sucios, 
enfermos, son adictos, pero reales.

Jóvenes indigentes

Los indigentes no son sólo ancianos 
que viven de la mendicidad. La esta-
dística del DIF refiere que cuatro de 
cada diez tienen entre 30 y 45 años, 
y casi dos de cada diez tienen en-
tre 18 y 29 años. También mendigan, 
limpian vidrios, hurgan en la basura, 
se consiguen el pan como pueden. 

El titular de la Dirección de Desa-
rrollo Comunitario del DIF Guadalaja-
ra, Ramón Padilla, asegura que hay 
pocos niños indigentes, pues se ha 
puesto mucho interés en rescatarlos. 

Un ejemplo es el grupo de perso-
nas en la calle que fue conocido como 
La Casona, tras adoptar su nombre de 
la finca derruida que habitaban en la 

calle 8 de Julio, y donde el organis-
mo contabilizó en 2002 más de cien 
personas, niños y adultos, hombres 
y mujeres entre indigentes, faquires, 
personas con empleos subterráneos 
o informales. Para el año pasado, el 
grupo como tal estaba desmembrado 
y los niños enviados a albergues.

Sus padres habían sido niños de 
la calle que ahora, vueltos hombres y 
mujeres, siguen sobreviviendo en ella, 
con considerable deterioro de salud, 
a fuerza de la mala alimentación, la 
violencia de las calles y el consumo de 
sustancias tóxicas. Muchos de estos 
adultos ahora son también indigen-
tes.

Quienes están en la 
tercera edad incluso 
fueron despojados de sus 
pertenencias y desalojados 
de sus hogares por sus 
propios parientes.

Cuatro de cada diez indigentes viven en la calle

• DIF Jalisco
Av. Alcalde 1220
Col. Miraflores
Tels. 3030 3808, 3030 38 00

• DIF Guadalajara
Eulogio Parra 2599
Col. Ladrón de Guevara
Tel. 3848 5001

Instituciones de apoyo
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• DIF Zapopan 
Av. Laureles 1151
Col. Fovisste Estatuto Jurídico
Tel. 3836 3444

• DIF Tlaquepaque
Av. Santa Rosalía 1040
Col. Lindavista
Tel. 3680 3199

• DIF Tonalá
Av. Paseo Cihualpilli 75, Col. Centro
Tel. 3586 3200
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Opinión invitadaSolicita la CEDHJ garantizar 
educación a indígenas  
    

El ombudsman de Jalisco, Felipe de Jesús 
Álvarez Cibrián, pidió al gobernador del 
estado, Emilio González Márquez, iniciar 
la construcción, equipamiento y operación 
de albergues escolares indígenas necesa-
rios para garantizar la educación de las 
niñas, niños y adolescentes de la comu-
nidad wixárika y proteger sus derechos.

El titular de la CEDHJ dio a conocer 
un informe especial sobre la situación de 
los derechos humanos en los albergues 
escolares indígenas en territorio wixárika 
en la zona norte del estado, en el que se 
documentan diversas irregularidades que 
dañan los derechos a la igualdad y no dis-
criminación, a la protección de la familia, al 
desarrollo, a la preservación de la salud, 
al bienestar y a la educación, entre otros.

Al secretario de Educación le reco-
mendó que elabore un estudio diagnós-
tico en el cual se identifiquen las causas 
del alarmante bajo nivel en el que se 
encuentran, y que a más tardar en tres 
meses dé a conocer los resultados. Tam-
bién, que acuda o envíe representantes a 
todas las asambleas de Bienes Comuna-
les del pueblo wixárika y les haga saber 
de manera pormenorizada los resultados 
de la prueba Enlace que les fue aplica-
da en su planta magisterial y alumnos. 

Álvarez Cibrián solicitó también que 
se incremente el presupuesto de la Co-
misión Estatal para el Desarrollo de los 
Pueblos Indígenas con el fin de apoyar 

la operación y mantenimiento de los al-
bergues, así como disponer de una par-
tida presupuestaria especial a efecto de 
realizar la compra de equipos de cóm-
puto con características técnicas que 
hagan posible el acceso a la Internet.

A los titulares de las secretarías de 
Salud, Educación, Cultura y Desarrollo 
Humano les pidió establecer un canal de 
comunicación permanente con las au-
toridades tradicionales y compenetrar-
se con la vida interna de las comunida-
des y, a partir de este diálogo, diseñar 
programas orientados a su atención.

En el ámbito de la salud, solicitó a 
la secretaría competente que haga los 
trámites para que cada uno de los al-
bergues escolares infantiles cuente con 
personal médico y, mientras eso suce-
de, que capacite en primeros auxilios 
al personal actual, que se le dote de 
botiquines con los materiales necesa-
rios y que proporcione periódicamente 
cursos de nutrición para que la alimen-
tación proporcionada sea balanceada.

      
Para tomar en cuenta

• Al Congreso de la Unión se le exhortó 
para que autorice un aumento presupues-
tario a la delegación Jalisco de la Comisión 
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos 
Indígenas, con el fin de fortalecer la infra-
estructura y operación de los albergues.

• Urge atender el aislamiento y marginación de las 
comunidades wixaritari

Niñas de la comunidad wixárika

En Jalisco ha aumentado la insegu-
ridad social. En los últimos meses se 
han expresado los índices más altos de 
violencia y delincuencia, y han prolife-
rado las redes dedicadas al tráfico de 
droga y de personas, lo cual persiste 
gracias a la existencia de un sistema de 
corrupción, permisividad e impunidad. 

Indiscutiblemente, los problemas 
sociales inciden en las estructuras y 
relaciones familiares, pues en ellas 
se cristalizan los efectos de las crisis 
que se presentan en la comunidad. 

Jalisco es uno de los estados con 
mayor población infantil. Esta situa-
ción nos ubica con mayor riesgo de 
desatención a las niñas, niños y ado-
lescentes, aunado a las características 
culturales y sociales 
que prevalecen y que 
favorecen un ambien-
te para la violación 
de sus derechos. 
El estado, además, 
aparece ubicado 
en el segundo lugar nacional de in-
cidencia de violencia intrafamiliar.

Las necesidades de atención a la in-
fancia son apremiantes; los focos rojos 
también están centrados en salud: se 
encuentra sin derechohabiencia 54.4 
por ciento de la población menor de 
edad; aun cuando 95.5 por ciento man-
tiene cobertura de vacunación, la tasa 
de mortalidad infantil a 2007 es de 13.9. 
Existe también un notable aumento de 
homicidios y suicidios de adolescentes. 

La cobertura en educación prees-
colar es de 65.2 por ciento. A pesar de 
que la Secretaría de Educación Jalisco 
informa un alcance de 100 por ciento 
en educación primaria, existe un gran 
número de estudiantes en condicio-
nes de vulnerabilidad social que no 
asisten a la escuela y no cuentan con 
modelos alternativos de instrucción.

El Instituto Municipal de la Mu-
jeres de Guadalajara informó que de 
enero a abril de 2008, el DIF estatal 
atendió a 131 infantes que habían su-
frido violencia de uno o varios tipos: 
violencia emocional (106); violencia 
física (101); omisión de cuidados (90); 
abandono (26) y abuso sexual (7). 

Los infantes maltratados y aban-
donados engrosan las filas en los 
albergues que operan en el estado; 
a la fecha son aproximadamente 72 
instituciones y cuentan con 5,600 me-
nores de edad albergados, donde pa-
decen las limitantes de espacio y de 
recursos; además, no hay promociones 
para integrarlos legalmente a familias 
y no se promueven las adopciones.

Las insuficiencias de las leyes es-
tatales también abarcan otras deficien-
cias estructurales para proteger los 
derechos de la infancia: las instancias 

de coordinación 
de las políticas pú-
blicas carecen de 
poder de delibera-
ción y minimizan el 
papel de las orga-
nizaciones de la so-

ciedad civil y de niñas y niños en los 
procesos de diseño, la ejecución y 
evaluación de las políticas públicas.

No se ha logrado una articulación 
óptima de los sectores público, social y 
privado a nivel, estatal y municipal para 
atender estas necesidades. Los actuales 
programas gubernamentales de atención 
no cuentan con planes o esquemas maes-
tros de carácter estatal para organizar las 
políticas públicas, no generan información 
sistemática y amplia sobre la infancia y 
la violación u omisión de sus derechos. 

Para atender esta debilidad se 
hace necesario crear mecanismos de 
investigación suficientes para com-
prender las necesidades y problemas 
de las niñas niños, y adolescentes. 

Ante este panorama, urge atender 
desde los derechos sociales las nece-
sidades y los problemas que padecen 
los infantes, lo que implica retomar las 
obligaciones del Estado para incidir en 
el diseño de políticas públicas para la 
atención de este sector de la sociedad. 

Una nueva agenda 
para la infancia 

Dra. María Antonia Chávez Gutiérrez*
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* Profesora investigadora titular del 
Departamento de Desarrollo Social 
de la Universidad de Guadalajara.

Urge atender desde los 
derechos sociales las ne-
cesidades y los problemas 
que padecen los infantes 
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La violencia femenina es un juego de poder 
desproporcionado: María Elena Cruz

Las agresiones en contra de las 
mujeres son un problema activo 
en la sociedad, que afecta a la in-
tegridad, la autonomía y la salud 
física y mental de las víctimas. La 
situación intimidatoria que viven 
numerosas mujeres es un acto 
evidente en el sometimiento del 
sexo femenino ante el abuso 
autoritario del sexo masculi-
no, en la mayoría de los casos. 

Estos atropellos son per-
cibidos subjetivamente por 
los individuos, se consideran 
como una práctica equilibra-
da entre géneros y es acepta-
da por el ritmo laboral, familiar 
y social en una comunidad.

Con motivo del día inter-
nacional para erradicar la vio-
lencia contra la mujer (25 de 
noviembre), la directora gene-
ral del Instituto Municipal de 
las Mujeres en Guadalajara, 
María Elena Cruz Muñoz, hace 
un análisis de este fenóme-
no social y sus implicaciones. 

“La violencia es un círculo 
vicioso que no sólo perjudica a 
la persona agredida, sino que 
daña simultáneamente a la sa-
lud pública”, indicó Cruz Muñoz.

No se presenta exclusi-
vamente con el maltrato fí-
sico; existen otras clases de 
agresiones que perjudican la 
integridad de una persona.

“Las mujeres son violentadas 
en cuatro aspectos: emocional, 
físico, sexual y económicamente. 
Es importante destacar que la 
violencia no sólo se manifiesta 
en el hogar, o directamente de la 
pareja, hay situaciones donde las 
agresiones son recibidas en el 
ámbito laboral, o simplemente en 
la participación social”, explicó.

—¿Cuál  de estos aspectos se 
presenta con mayor frecuencia?

—El emocional, porque 
psicológicamente es un proble-
ma que afecta a la mujer cuan-
do se hace presente cualquiera 
de las cuatro clasificaciones, el 

estado psicológico de la vícti-
ma generalmente sufre daños.

Las humillaciones, los in-
sultos, las prohibiciones, el 
abandono y las burlas, son ca-
racterísticas que contribuyen al 
desgaste de la salud emocional 
en las víctimas. Estas actitudes 
imponentes se viven a menudo 
y pueden ser desconocidas por 
las afectadas. La práctica tan 
usual de la violencia emocional, 
hace que las mujeres amedren-
tadas no clasifiquen este daño 
como una práctica en su contra.

“Es lamentable que la violen-
cia y la inequidad de género sea 
un acto naturalizado, es de lo 
más normal que se lleve a cabo y 
que pase desapercibido, es una 

cadena de generación en gene-
ración. Existe esa costumbre de 
aceptar que el género masculino 
es el dominante. En el entorno 
profesional se evidencia con la li-
mitación de crecimiento y ascen-
so en las familias se ve cuando el 
hombre se pone al mando”, ar-
gumenta la directora general del 
Instituto Municipal de la Mujeres.

El maltrato físico se presen-
ta con el uso de la fuerza para 
dañar el cuerpo, al igual que 
en el sexual, aunque en este 
último se añade una conduc-
ta obligada para la realización 
de actos íntimos no deseados.

Cuando una persona es vio-
lentada sufre el acotamiento de 
algunos derechos primordiales, 

como el derecho a la tolerancia, 
a la libre expresión, a la integri-
dad física, a la participación, y 
específicamente: “al derecho de 
una vida libre de violencia. Este 
derecho apoya a las mujeres 
para que alcancen plenitud en 
su vida, autonomía y autosu-
ficiencia”, añade Cruz Muñoz.

—¿Cómo actuar en 
un caso de violencia?

—Es importante que empe-
cemos a darnos cuenta de que 
la violencia no es normal, las 
mujeres violentadas deben hacer 
conciencia de que son víctimas 
de una agresión y que esta agre-
sión no tiene que ser justificada.

Para la directora del Instituto Municipal de las Mujeres, este fe-
nómeno social es un problema de salud pública que ocupa cada 
vez más espacios.

Erika Ruán Ortiz Las estadísticas

La Encuesta Nacional sobre Di-
námicas en los Hogares (Endi-
reh) 2006 demostró que 67 por 
ciento de las mujeres en México 
han sufrido algún tipo de atrope-
llo violento. En la misma encues-
ta se sitúa a Jalisco, al Distrito Fe-
deral y al Estado de México como 
las entidades con mayor índice 
de agresión con 78 por ciento.

Es muy preocupante en-
contrar que 55 por ciento 
de las mujeres jaliscienses 
casadas han sido atacadas 
sexualmente con respecto al 
34 por ciento de las solteras.

En el ámbito laboral, 30 por 
ciento de las mujeres de Jalisco 
han vivido algún tipo de agresión 
como discriminación y acoso.

• Física: Toda acción que im-
plica el uso de la fuerza contra 
la persona.

• Verbal: Se da cuando una 
persona insulta u ofende a 
otra.

• Emocional: Es todo acto que 
realiza una persona contra 
otra con el fin de humillarla y 
controlarla.

Clasificaciones

• Sexual: Son las acciones 
que impliquen fuerza física, 
coerción, chantaje, sobor-
no o intimidación para que 
otra persona lleve a cabo 
actos sexuales no desea-
dos.

• Patrimonial: Es cualquier 
acción encaminada a dañar 
o destruir los bienes y per-
tenencias de otra persona. 

María Elena Cruz Muñoz

Violencia física 

11Puntos de vista
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Aquella tarde de febrero
12 Una historia, una queja

Como siempre, Luisito se des-
pidió de Alejandra para ir a la 
escuela. Como siempre, Alejan-
dra se quedó tranquila haciendo 
los quehaceres de la casa. Como 
siempre, su esposo estaría a 
punto de cumplir con una más de 
sus jornadas de trabajo. Parece 
rutinario, pero en esas pequeñas 
cosas diarias que la gente hace 
inadvertidamente hay una felici-
dad igual de inadvertida, pero 
cierta; instante en que la mente 
se refugia, espera inconsciente 
del momento que vendrá. Nues-
tra condición humana nos hace 
pensar siempre en tiempos me-
jores o en el diario milagro de 
ver que un hijo llega contento a 
restituir el barullo que faltaba.

Sin embargo, la rutina se 
rompió para Alejandra. No es-
peraba a su hijo Luis hasta des-
pués de las seis de la tarde, pero 
regresó quince minutos antes, 
pálido y con sangre seca en sus 
fosas nasales. Volvió en compa-
ñía de unos amiguitos que se 
presentaron agitados a la puerta 
del hogar de Alejandra, a quien, 
con la respiración entrecortada y 
robándose las palabras, los otros 
niños le soltaron de un tirón: “Ju-
gábamos en el recreo, Luis iba 
corriendo por el patio de la es-
cuela y chocó con otro niño que 
lo aventó y Luis cayó y se golpeó 
la cabeza y luego se puso a vomi-

tar y la maestra le compró agua 
y le dijo que se fuera a su casa 
y nosotros lo acompañamos.”

Y Alejandra, muy asustada, 
llevó a Luisito a un hospital de 
Santa Anita, donde la atención 
fue gratuita. Desde el hospital 
alguien solicitó una ambulancia 
de los servicios médicos munici-
pales de Tlajomulco para llevarlo 
a Guadalajara, pues el golpe le 
causó un grave traumatismo.

Llamaron por teléfono al 
Hospital Civil, donde la médica 
Milagros dijo que si no iba en-
tubado y se le practicaba una 
tomografía no lo recibiría. Cuan-
do la ambulancia lo llevaba al 
hospital San Francisco, los pa-
ramédicos decidieron ir mejor a 
la Cruz Verde Las Águilas, pues 
se dieron cuenta de que ella 
no llevaba dinero. Ahí le pusie-
ron oxígeno y se le intubó, pero 
la tomografía se le practicó en 
el Hospital Civil de Zapopan.

El tiempo que se pierde es 
irrecuperable. Procedente del 
hospital Civil de Zapopan, llegó 
Luis al hospital Civil de Guada-
lajara después de las once de 
la noche, intubado, pero ya de-
masiado tarde para evitar que 
falleciera por traumatismo cra-
neoencefálico a las dos de la 
mañana de aquel 11 de febrero.

El 16 de febrero, una te-
levisora local dio a conocer el 

suceso y desde ese momento 
se iniciaron los trámites para 
abrir una queja de oficio en la 
Comisión Estatal de Derechos 
Humanos. Conforme avanzaban 
las investigaciones, la institu-
ción confirmó que el esfuerzo y 
profesionalismo de los paramé-
dicos de los servicios médicos 
municipales y del hospital Civil 
de Zapopan no bastaron para 
salvarle la vida a un niño.  Cuatro 
horas irremediablemente perdi-

das pudieron hacer la diferencia 
entre vida o muerte, por la im-
prudencia y negligencia de Mila-
gros. ¿Milagros?, qué paradoja.

Lo solicitado por la doctora 
no era indispensable, pues cubrir 
el requisito no modificó el trata-
miento ni evitó la muerte de Lui-
sito. Quizá ésta sea la duda que 
acompañará a la médica adonde-
quiera que vaya, pues ya no la-
bora en el hospital; su expediente 
debe guardar esa acción, así lo 

creyó conveniente la Comisión y 
lo solicitó al jefe de los Hospitales 
Civiles de Guadalajara, como an-
tecedente del milagro que recha-
zó, y con el cual pudo haber hon-
rado su segundo nombre a favor 
del pequeño que en esta histo-
ria hemos conocido como Luis.

También la Procuraduría de 
Justicia deberá investigar esta 
muerte por negligencia médica 
dentro de una causa penal que 
ya se integró por la clara vio-
lación del derecho a la vida. La 
Secretaría de Educación Jalisco 
deberá encargarse de que todas 
las escuelas primarias tengan un 
comité de seguridad, emergencia 
escolar y prevención de acciden-
tes y de que los directores de las 
escuelas cuiden mejor a los alum-
nos durante el tiempo de recreo. 
Preocuparse por la salud de los 
infantes también es educación.

¿Y Alejandra? Detiene su ru-
tina siempre que tocan a la puer-
ta. La visita inesperada de los 
niños que acompañaban a Luis 
es una imagen recurrente que 
no desaparecerá porque se ha 
transformado en símbolo. Como 
nunca, hay una sombra inadver-
tida e insistente en que ya nada 
será igual, porque la justicia no 
ha llegado aún: faltan la repa-
ración del daño por parte del 
Hospital Civil, y el procedimiento 
administrativo para el jefe de la 
doctora que en su momento de-
bió corregir su comportamiento.

Jesús de Loza Paiz

Esta historia es verídica. Los 
nombres de los protagonistas 
fueron cambiados para guar-
dar confidencialidad.

Pérdida de 
tiempo cau-
sada por las 

exigencias ab-
surdas de una 
doctora ante 
un caso que 
era de vida 
o muerte, 

imprudencia 
y negligencia 
de Milagros. 
¿Milagros?, 

qué paradoja.

Gris Castillo


